
LA INTERDICCION 

Traba¡o presentado al Prof. Dr Victor Pérez V 
Cátedra de Derecho Privado 

por Maria González Campos. 

1 NT RODUCC ION 

EI térm,no ,nterdIcc1on· ,mplico •a ex,srencIa de una declaración 1ud1c1al que coloca 
.., un cierto rndiv1duo ,ncapaz físico o mental en un estado de ,ncapac1dad absoluta de ac 
tuaI 

Presupuesto de esta rnst1tuc1ón es entonce5. la ex IstencIa de una entermedad mental u 
de una 1ncapac1dad física (sordomudez acompañada del desconoc1m1ento de la lectura y es 
critura). que impida al individuo realiza, actos 1uríd1cos en forma consciente y voluntaria 

Por encontrarse asr 1nhab1litados. esto5 ,ndiv,duo~ requieren protección. proteccron 
que t?I Derecho les bnnda a través de la 1ntei-dicc1ón. en la cual además de declararlos ,ncapa· 
ces. se les nombra un representante leqal que curde ne ello~ y actue po• ellos en el mundo JU· 
, ídico. Asr tenemos entonces, que la rnterdicc,on es una ,nstrtucrón básrcamente de protec 
c,ón cuyos orígenes se encuentran en el Derecho Romano 

Dice Pu,y Peña que desde el Derecho Romano se considero a ra enfermedad como cau­
sa modificativa de la capacidad de obrar En él se decía que la salud podra faltar por enfer 
medad própramente dicha (morbus) o por defecto permanente de aquél que influye sobre su 
constrtuc,ón ps1quIca (v1t1us) Dentro de la prrmera, los romanos comprendieron la rmpoten 
c,a, la ca9tracc1ón, la sordera. la mudez. la sordomudez y la ceguera Dentro de la segunda se 
comprendieron los furias,. los 1mbécrles y los pródigos 

Con respecto al furiosr, éste no se declaraba en estado de 1nterdrcc,ón. pero le alcanza­
ba una incapacidad natural por la que se le sometía a curatela (al 

La interdicción se declaraba en el caso del pródigo e implicaba una incapacidad absolu­
ta y el consiguiente nombramiento de un curador. cuya función era la protección de los bie­
nes del su¡eto en interdicción (b) 

(al PETIT (Eugéne) Tratado Elemental de Derecho Romano. r.~éxico. Editora Nacional, 1980, p. 143 
(b) Ibídem 
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Este concepto de interdicción, utilizado por los romanos para el caso del pródigo, fue 
extendido por la práctica francesa a todos los demás casos de incapacidad, (c) llegando en• 
tonces a aplicarse al demente, situación que es la más difundida actualmente. 

a. CONCEPTO 

CAPITULO 1 
ASPECTOS GENERALES 

La interdicción es aquella sentencia judicial por medio de 1a cual se declara en estado 
de incapacidad absoluta a aquellas personas que sufren de incapacidad mental o física, 111 
toda vez que ésta quede probada. (2) 

Con respecto al término "interdicción" no falta algún autor que como Castro y Bravo 
considera que es anticuado. sei'lalando que resulta más adecuado utilizar la nueva fórmula de 
incapacitación o incapacidad por declaración legal. 

En términos generales. la doctrina denomina la incapacitación de los dementes v sordo 
mudos con la expresión ''interdicción judicial" o "interdicc1on c1v1l' para diferenciarla de 
aquella que en algunos países (3) se interpone por condena penal a los 1ndiv1duos y que es 
llamada usualmente interdicción legal o simplemente interdicción por condena penal 

b. CASOS EN QUE PROCEDE 

La interdicción procede en caso de enajenación mental o sordomudez. cuando el sor 
domudo no sepa leer ni escribir (4) 

La enajenación mental. nos dice Ripert, consiste en ·ta perturbac1on de ta inteligencia 
o de la voluntad que impide a una persona tener conciencia de los actos que realiza'' (5) As1 
pues, el alienado mental. al tener sus funciones psíquicas alteradas es incapaz de realizar acr,, 
1urídico alguno en forma consciente y voluntaria, situación po, la cual requiere protección 
-protección que se proporciona a 1ravés de la interdicción 

El estado de enajenación mental debe quedar evidentemente probado v procede: cum,. 
causa de interdicción, aunque en el mismo se presentarán intervalos de lucidez 16) 

le) CASTRO y Bravo (Federico de) Compendio de Derecho Civil. Madrid, Instituto de Estudios Poi ít1 
cos, 1957. p. 289. 

(1) En nuestra legislación la incapacidad física se refiere únicamente al sordomudo que no sepa leer ni 

escribir. (Art. 24 CC) 
(2) La doctrina es unánime en cuanto al concepto de interdicción Así (Ripert y Boulanger) Tratado 

de Derecho Civil; según el tratado de Planiol. T. 111 Vol. 11. Buenos Aires. Ediciones la Ley 1963 IJ 
p. 442. CASTRO Y BRAVO (Federico de). Compendio de Derecho Civil. Madrid Instituto de Estu 
dios Políticos 1957 p. 298. PLANIOli:citado por FERNANDEZ ZELEDON (Carlos) La persona11 
dad en el Derecho positivo costarricense. Tesis de Grado UCR 1963 p. 48 

(3) As( en Francia, Italia y España. 
(4) El Código de Familia de Costa Rica establece en el Artículo 217: Están sujetos a curatela los mayo 

res de edad que padezcan una incapacidad mental o física, que les impida atender sus propios inte 
reses, aunque en el primer caso tuvieren intervalos de lucidez. De igual forma, en las legislaciones 
extranjeras, estipula el Código Civil de la República de Argentina: Se declaran dementes los indiv1 
duos de uno u otro sexo que se hallen en un estado habitual de manía, demencia o imbecilidad, 
aunque tengan intervalos lúcidos, o la manía sea parcial. Con una pequeña variante el Código Civil 
Español, contempla ademas de los casos de enajenación mental y sordomudez, la prodigalidad y ta 
ceguera de nacimiento cuando ésta excluya la capacidad para el cuidado de los bienes. V. PASSA 
RELI (SANTORO). Doctrinas Generales del Derecho Civil. Madrid, Editorial Revista de Derecho 
Privado. 1964 p. 399. 

(5) RIPERT Y BOULANGER, op. cit. p. 555 
(6) Artículo 217 del Código de Familia de Costa Rica. V. nota 4 
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Con respecto a la sordomudez, ésta únicamente procede cuando esté·acompai'lada del 
desconocimiento de la lectura y escritura. Sobre la justificación de que esta situación sea mo• 
tivo de interdicción, nos encontramos en doctrina con posiciones contrarias. Así, Díez•Pi­
casso considera que la sordomudez es causa de interdicción por una razón de incomunicación 
social, sei'lalanclo que es por eso por lo que solamente procede en caso de_desconocimiento 
de la lectura y escritura, esto es, cuando no hay forma alguna de comunicación. Jousserand 
por su parte, sostiene una tesis opuesta al considerar que la sordomudez no legitima la ínter• 
dicción, a menos que la misma determinase en el individuo una alteración de las facultades 
mentales. (8) 

Teniendo en cuenta las dos posiciones, en lo personal nos parece más adecuada fa que 
sostiene Diez-Picasso, ya que si nuestra legislación, al establecer la sordomudez como motivo 
de interdicción, expresamente señala que la misma debe ir acompañada de desconocimiento 
de la lectura y escritura, es lógico pensar que, como dice Díez-Picasso, esta medida sea toma­
da para proteger al sordomudo que, desconociendo la lectura y escritura, no posea un medio 
idóneo para comunicarse, produciéndole entonces, una imposibilidad de actuar por sí mismo 
en la vida jurídica; dada la incapacidad de comunicación de que adolece. 

c. SUJETOS QUE PUEDEN SER SOMETIDOS 

Nuestra legislación establece que únicamente pueden ser su1etos a inte~dicción 10 s ma­
yores de edad. (9). 

Este punto ha sido bastante criticado por algunos autores ( 10) que consideran que la 
interdicción debe ser permitida en los menores de edad, en ciertos casos los cuales -según di­
cen- se presentan sobre todo en el período que transcurre entre la llegada de la mayoridad y 
la declaración de interdicción. en el cual el menor pueda ejecutar actos que per¡udiquen sus 
intereses. 

Estos a1Jtores se refieren esencialmente a los actos que pudiera realizar el mayor de 
quince años, al cual nuestra legislación otorga una capacidad relativa, ya que es claro, que en 
el caso del menor de quince años, que es absolutamente incapaz. resultaría absurdo someter 
lo a interdicción, cuyo efecto es precisamente convertir en incapaz al sometido. En otras pa­
labras, resultaría inútil transformar en incapaz a un sujeto que ya por sí es incapaz 

Así, la discusión se ha presentado entOflCes, en el caso del mayor de quince años, que 
como se dijo anteriormente, ya no es absolutamente incapaz, sino en torma relativa ( 12) y 
-podría por tanto realizar actos que lo perjudicasen. Sin embargo, consideramos que aunque 
tal situación se presentara, en realidad no amerita la interposición de la interdicción, ya que 
para evitar este peligro el Código Civil en el Artículo 21 establece la posibilidad que estos ac-

(71 

(8) 

(9) 

(10) 

(11) 

(12) 

12 

D íez-Picasso (Luis) Gull6n (Antonio) Sistema de Derecho Civil Volúmen l. 4ta. Edición. Editorial 
Tecnos S.A. Madrid 1982 pp. 297. 
JOUSSERAND. Derecho Civil. Tomo I Vol. l. Ediciones Jurídicas Europa-América. Buenos Aires 
1952. 
Anteriormente a la creación del Código de Familia, el Artículo 218 del Código Clvil decía: Están 
sujetos a curatela los mayores de edad y los emancipados incapaces de a~m!nistrar los_~ienes. La 
idea de nombrar a los emancipados fue suprimida en el Artículo 217 del Cod1go de Famiha, Yª r,u11 
en realidad resultaba inútil: de todos es sabido que la emancipación produce los efoctos de la mayo­
ridad. Entonces, sería mejor algo así como "los que han adquirido la capacidad de actuar". 
JDUSSERAND Dp. cit. p. 399. RIPERT Y BOULANGE~ citad~ por MOLINAS (Alborto). La In­
capacidad Civil de los Insanos Mentales. Tomo l. Buenos Aires. Ed1or odltores, 1948 p. 357. 
MDLINAS op. cit. p. 348 cita la razón que a esta situaclón_pr_oporci~na Freitas, el cual dice: "antes 
de ialmpubertad seria lñútil (solicHar la declaración de interdicción) porque una y otra incapacidad 
son absolutas" De igual forma Castro y Bravo manifiesta: "El incapaz no puede ser o ~s inútil que 
sea incapacitado otra vez" op. cit. p. 308. 
Al respecto dice Freitas loe. ult; "Después de la impubertad no sucede lo mismo porque la incapa• 
cidad de los adultos es relativa y la de los dementes as absoluta". 



tm -sean anulados a sonc1tud de su representante o ael 1ffl'PIO mem,, wa.1118 ll'fi51 .ua ,....,_.. 
yoridad, si los mismos perjudicaran sus intereses. 

d. FUNDAMENTO 

La interdicción como institución destinada a la protección puede tener un fundamento 
biológico, económico y mixto (13). 

Tiene un fundamento biológico cuando se considera que el único presupuesto de la in­

terdicción es la enfermedad mental, no por ser causa de incapacidad de administrar los bie­
nes, pues esto -dicen los,seguidores de esta teoría- es más bien una consecuencia de la inter­
dicción, sino por la enfermedad en sí. Comparten esta posición MOLINAS y Luis DE GAS­
PERI. El primero dice: ". .. no se incapacita al que no tiene la normal sanidad mental, cuando 
esa causa le impide administrar sus bienes, sino solo porque es tal, la ley después de consta• 
tado esto, lo conceptúa y declara incapaz_ de administrarlos ..... ( 14) De igual forma DE 
GASPERI señala: "La declaración de demencia no está subordinada a la incapacidad de ad­
ministrar los bienes, sino a la demencia. Probada su existencia, como enfermedad mental, la 
demencia es declarada. La incapacidad de administrar es más bien una consecuencia de la in­
terdicción" (15) 

Se habla de un fundamento económico, cuando se afirma que el in~1tuto de la ,nter• 
dicción pretende única y exclusivamente la proteceión de los bienes del incapaz. Este criterio 
parte entonces de considerar que no es la enfermedad mental la que origina la declaración de 
interdicción, sino más bien la incapacidad que para administrar los bienes provoca esa enfer 
medad, lo cual puede originar perjuicios para el incapaz y su familia (16). 

El criterio mixto es aquel que considera que el fundamento de la interdicción es la en 
fermedad mental corno causa de incapacidad para administrar los bienes. Sostiene esta pos, 
ción JOUSSERAND quien nos dice: "La alteración de las facultades mentales es una de •a=o 
causas más necesarias de incapacidad que existen: el ser privado de razón. total o parcialmen 
te. no se encuentra en condiciones de realizar obra de voluntad consciente, obra .ur(dica los 
actos jurídicos no podrían emanar más que de un cerebro lúcido'" l 17) 

Parece ser que lo que resulta más acertado as el considerar que la ,nterdicc,on tiene un 
fundamento mixto, ya que la enfermedad por sí carece de relevancia 1uddica. rn1entras que 
parece más lógico considerar esa enfermedad mental siempre y cuando produzca en el 1ndiv1 
duo una Incapacidad para administrar sus intereses. 

•• 

(13) 
(14) 
(15) 
(16) 

(17) 
(18) 

(19) 

FINALIDAD 

La doctrina ( 18) y la Jurisprudencia costarricense ( 19) coinciden en señalar que el fin 

MÓÜNAS (Alberto). op. cit p. 25 y sgteS. 
M0LINAS loe. ult p. 26 
DE GASPERI (Luis). Derecho Civil Pa1111nas. citado por Malinas (Alberto) ibld. 
Como ejemplo da asta caso se ha dtado la protecci6n del pr6dlgo en al Derecho Romano. MOLI 
NAS (Alberto) op. cit p. 47. También en este 1811tido ORGAZ citado por Malinas Alberto loe. ult. 
manifiesta:. "El estado da insanldad no es ni puada 11, Jurídicamente m•s que un presupuesto da la 
intardicd6n, no al exclusivo fundamento da ella." 
J0USSERAND. op. cit. p. 391 
Asf: M0LINAS (Alberto) op. cit. p. 101: "La intardicci6n, decimos está establecida en al interés 
particular del dementa, aún cuando uto parezca una paradoja, puas con la curatala que SI le otorga 
a rafz da asa intardlccl6n -y la qua es previa a indispensable para qua ella pueda acordarse- SI le pro­
tege en su persona y en 1111 bianas." 
JOUSSERAND op. cit. p. 397: "La lntardlcci6n fudicial es, en todo caso y exclusivamente una 
medida da protacci6n, tomada en intlris del alienado". 
CASTRO Y BRAVO op. cit, p. 298: "la finalidad primaria da la lncapacitaci6n del loi:o es la pro­
tecci6n de su persona a intereses morales y patrimoniales". 
"El juido de in1BrdiCC1an y el procedimiento de curatela que necesariamente ha de sucedarla, no 
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primordial de la interdicción es la protección del individuo y de sus bienes. 
Protección del individuo porque con ella se pretende buscar la curación del mismo y el 

debido cuidado durante el transcurso de su enfermedad. Y protección de sus bienes, porque 
la interdicción se interesa en evitar que la persona disponga de su patrimonio en forma in 
consciente, de manera tal que posteriormente •Si recupera la lucidez• pudiese arrepentirse de 
sus actos o que en caso de no sanar. a su muerte no fuesen distribuidos sus bienes entre los 
herederos, como él en su sano juicio hubiese deseado 

Por otra parte Alberto MOLI NAS señala que la institución de la interdicción tiene tam 
bién un fin social: el de informar a la sociedad -a través de la publicidad de la sentencia que 
la declara• sobre el estado de incapacidad de goce que aqueja al individuo que ha sido some­
tido Así, manifiesta MOLINAS: "Hemos dicho que la interdicción está también decretada 
en interés de los terceros y asi lo es en efecto pues tiene para ellos la ,ndiscutible ventaja de 
pevenirlos sobre la existencia de la incapacidad que pesa sobre el demente, a fin de evitarles 
los perjuicios que les podían provenir en caso de no conocer tal ,ncapac1dad v contratar cor, 
él' (20) 

f DURACION DE LA INTERDICCION 

El estado de interdicción se mantiene mientras exista 'a •ncapac1aad mental po• 1a que 
ha sido puesta. 

Con respecto al momento en que se inician los efectos de la declaración 1udic1a1 1ues 
tra legíslación no contiene una disposición expresa que 10 regule. stn embargo, en ella se esta 
blece que la sentencia que se dicte deberá publicarse en el periódico oficial e 1nscrib1rse en e• 
Registro Público (21) de donde se presume que la interdicción será eficaz cuando ,,. havar 
realizado estas diligencias. (22) 

No sucede lo mismo con la cesación de ese estado. la cual se encuentra espec1f1camente 
determinada en la legislación de nuestro país. que en e1 artículo 226 del Código de Fam,11a 
establece Cesa la curatela cuando cesa la ,ncapacidad. pero debe preceder declarato, ,a 1ud 1 

c1al que levante la interdicción y se observarán las mismas formalidades que para establece, 
la (23) 

tienen otro objeto que la defensa y seguridad de le persona del incapaz y la de su patrimonio la de 
su persone, para asegurarle su existencia v curación (art 231 en relaciófl con el 204 y 225. todos 
del Código Civil); y de su patrimonio, para que si se cura el Incapaz los encuentrP. intactos, o para 
que si muere sea distribuido entre sus herederos de acuerdo con su voluntad expresa o presunta Oe 
modo que es indiscutible que esos procedimientos los impone la ley en beneficio del incapaz SA 
LA OE CASACION Sentencia No 19 de 14:30 horas del 25 de enero de 1961, semestre I tomo 1 
p. 209 Pérez y otros. p. 215 
"El juicio de i_!!!ardi~ci~n y ~!_e,roc~dimiento de curatela que necesariament~ ha de sui:;e~!r!~, no 
tienen otro objeto que le defensa y seguridad de la persona del incapaz Y la de su patrimonio" SALA 
DE CASACION Sentencia No 19 1961 Fernandez Cruz vs. Lara Vargas. Digesto. 1 Semestre Tomo 
1 p. 203 

(20) MOt.lNAS (Alberto). op. cit. p. 102 
(21) Artículo 219 del Código de Familia de Costa Rica. 
(22) La legislación española por su parte, estableée tras situaciones en las cuales puede la declaración de 

interdicción empezar a sÜrtir efecto. SANTORRO PASSARELLI op. cit. p. 19 nos expone las mis­
mas: "La incapacidad dependiente de interdicción o de inhabilitación tiene efectos desde el día de 
la publicación de la sentencia (Artículo 421 C.C.) o desde el posterior al que se alcanza la mayor 
edad (Artículo 416 C.C.) o desde el anterior al a publicación de la providencia de nombramiento de 
tutor o de curador provisional (Artículo 419, 420 y 424 C.C.) siempre y cuando tenga lugar, en es­
te último caso, la interdicción o inhabilitación. 

(23) Siguiendo esta I foea encontramos en legislación extranjera el Código Civil de la República de Ar 
gentina que en· su Articulo 150 dispone: "La cesación de la incapacidad por el completo restablec1· 
miento de los dementes, solo tendrá lugar después de un nuevo examen de sanidad hecho por facul­
tativos V después de la declaración judicial, con audiencia del menores". En la legislación española 
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Asf pues, por derivar la incapacitaci6n de una sentencia que asf lo determine, ésta 
igualmente se recobra cuando se produzca otra decl11_ratoria que restituya al Individuo la ca­
pacidad de actuar de la que hab(a sido privado (24), para lo cual se utilizará el mismo proce• 
dimiento usado para establecerse, -esto es, un proceso sumario en el cual, siendo éste el caso, 
quede probado que la enfermedad mental causa de la interdicción ya ha desaparecido. 

CAPITULO 11 
EFECTOS DE LA INTERDICCiON 

La interdicci6n como instituc16n dirigida a la protecci6n del Individuo y de sus bienes, 
produce en él, como efectos principales, la incapacidad absoluta de actuar y el nombramien• 
to de un representante legal. 

1. INCAPACIDAD ABSOLUTA DE ACTUAR 

La setencia de interdicción produce un efecto innovativo-constitutivo: la transforma­
ción del individuo en un incapaz absoluto. (25) Anteriormente a la declaración (y aun pade• 
ciendo_ de pe!'l~rbación men_t,!10 ~ i!'~i'!iduC? _goz~!l_d! U!'ª. ~p_acid!d re~ati~. ~e_¿ctuar, pues 
al no estar declarado judicialmente como sujeto en interdicci6n de lo_ qu• adolecerá es de una 
incapacidad natural, traduciéndose esto en una posible anulabilidad de los actos o negocios 
que celebre. (26) Una vez declarado en sentencia co1110 ~jeto en estado de interdicción, se 
convierte en absoluto incapaz, es decir, que por sí mismo no puede realizar acto o contrato 
alguno (27), razón por la cual algunos autores al referirse a la interdicción señalan que con 
ella el sujeto sometido se asimila a un menor (28). 

a. ALCANCE DE LA INCAPACITACION. ACTOS CELEBRADOS POR EL INCAPAZ 
DECLARADO. 

A disposición de nuestro Código Civil y como consecuencia de la incapacidad de ac• 
tuar -que com'o hemos dicho- deriva da la sentencia de Interdicción, los actos o contratos que 
realice el incapaz declarado serán absolutamente nulos (29). 

nos dice SANT0RR0 PASSÁRELLI: ''La incapacidad dura hasta al día da la firmeza da la sentan• 
cia da revocaci6n da~• intardicd6n o inhabilitaci6n, alvo qua hayan sido convalidados los actos 
posterio~ a la publicaci6n "8 la •ntancla da ravocaci6n y antarioras da su firmeza (Art. 431 e.e. 
cfr. tambl6n artículo 422 C.e. vid art 278-2 e.e. Esp.). 

(24) En asta llntido ALBALA¡;JEJ0 (Manual). Dndto Civil l. lntroducci6n y Parta Ganaral. Vol. l. In· 
troducci6n y Derecho da· la Panana. & Edici6n, Madrid, Libraría BOICh. 1978 p. 279 manifiesta: 
"La lncapacitacl6n, lo~ miimo qua_llo ampiaza por al hecho de estar loco o sordomudo, sino por al 
fallo. judicial, -~ba tiinbi6n cuando madianta otro falla invarso (precadido de un procedimiento 
análogo al da incepacltaei6n) • rastituya con al astado civil da capaz, la capacidad da obrar da qua 
• priv6, restJtuci6n qua pu~• pedirse siempre qua haya casado la cause qua motiv6 la incapacita­
cl6n". 

'25) Asl;.Jlo.JINA Y.illlMl tRefpl). Compendio de 0arecho Civil México Editorial PorTÚa 1974 p. 166 
MOLINAS op. cit. p. 8-7 

(26) Anlculo 23 del e6digo e,v11 da Costa R 1ca 

(27) JOUSSERAND op. cit. p 404 
(28) En esta •ntldo: RIPERT Y B0ULANGER op en p 442 J0USSE.RAND op. cit. p. 392. 
(29) Artículo 23 dal e6~go da Familia da Costa Rica. Igual disposición encontramos an la legislaci6n 

Araantlna: Art. 53 inc. 3, 472, 1040 y 1041 del e6dlgo Civil: Los realizados por los declarados se 
concapt6an nulos, como hachos por personas absolutamente lncapacas. M0LINAS tAbarto) p. 93. 
C6dlgo Civil Mexicano An. 835: Son nulos todos los actos da admlnistrac16n y los contratos cela­
bradoa por los lncapacl~os, sin la autorizaci6n del tutor, salvo lo dispuesto an la fracci6n IV ••el 
artlculo 537. 
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Con respecto al alcance de esta nulidad, se presentan en doctrina posiciones contrarias, 
ya que algunos autores consideran que esa nulidad afecta la totalidad de los actos y otros, 
consideran que existen algunos actos que dada su naturaleza quedan excluídos de la misma. 

Los primeros opinan entonces, que la nulidad de los actos que acompaña a los sujetos 
sometidos a interdicción es absoluta abarcando la totalidad de los actos y sin hacer en ellos 
ninguna excepción. Como seguidor de esta teoría encontramos al autor JOUSSERAND que 
nos dice: "Todos los actos celebrados por el alienado son igualmente ineficaces, lo mismo 
una venta que un testamento, un matrimonio, que un préstamo o un arrendamiento" (30) 

Los segundos· afirman que existen algunos actos a los que no puede afectar la nulidad 
qe origina la interdicción, ya que son actos que poseen un estricto carácter personal, como el 
matrimonio y el testamento y, por tanto, sólo pueden emanar del propio interesado y nunca 
del representante; razón por la cual aplicar la nulidad sería hacerlos imposibles para estos su• 
jetos sometidos a interdicción. Comparte esta tesis ALBALADEJO quién manifiesta: "Ni s, 
quiera en principio alcanza solo a los actos inte~ivos (básicamente los patrimoniales art 
'h2_~2. contrata_r) qyy_ª-._realgac_i-ºn ~ .~ncqrnjenc;m_aJ tutor @.e.se í1.9mbra aUm:imacitª~j_c,, 
quedandole, a éste capacidad para casarse, testar etc. Tcosas que e1 tutor no puede hacer 
por él), aunque mientras que se halle en estado de demencia actual no pueda otorgar ningun 
tipo de acto ... (31 l 

A pesar de esta discusión que sostienen algunos autores, en nuestro derl!Gho positivo la 
misma no tiene sentido, ya que el artículo 23 del Código Civil al establecer la nulidad absolu• 
ta de los actos que realice el incapaz declarado, lo hace en forma global, es decir, para la to· 
talidad de los actos, sin excepción alguna. 

b. ACTOS REALIZADOS POR EL INCAPAZ DECLARADO DURANTE EL LUCIDO 
INTERVALO 

Mucho se ha discutido en doctrina sobre la validez de los actos ejecutados por el de 
mente declarado, durante los llamados intervalos lúcidos (32). 

Algunos autores argumentan que los actos que el sujeto en. •interdicción realice en esos 
períodos de lucidez deben ser válidos. CASTRO Y BRAVO sostiene esta posición y manifies 
ta: Con bastante frecuencia tiene los alienados intervalos lúcidos durante los cuales se portan 
normalmente y pueden obrar con conocimiento de causa, con conciencia y después de re 
ffexionar. 
Los actos jurídicos realizados durante estos períodos de remisión pueden ser tenidos como 
plenamente válidos ... (33) 

Otros autores un poco más rigurosos, señalan que no son todos los actos los que deben 
ser válidos si se realizan en lúcido intervalo, sino solamente cuanto se trate de matrimonio Y 

testamento (34) 

(30) JOUSSERÁND op .• cit. p. 393 
(31) ALBALADEJO (Manuel). op. cit. p. 272 
(321 Se denomina lúcido intervalo aquel "momento en que el alienado recupera su plena capacidad por 

presentarse la enfermedad en forma intermitente. FERNANDEZ ZELEDON (Carlos) op. cit. p. 52. 
(33) CASTRO Y BRAVO. op. cit. p. 394 
(34) Sostienen esta tesis: BRENES CORDOBA (Alberto). Tratado de las personas. San José, Librería e 

Imprenta Lehmann, 1933 p. 140: "No siempre la locura es continua; a veces hay períodos más o 
menos largos en que reaparece la lucidez de la razón en términos de hallarse el paciente capacitado 
para obrar con pleno discernimiento. El matrimonio que se verificare en uno de esos períodos, los 
cuales reciben el nombre de lúcidos mentales, es válido, porque la ley lo que exige es que al cele· 
brarlo no exista la demencia ... 
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FERNANDEZ Zeledón (Carlos) loe. ult. p. 52: ''Si el matrimonio se celebra en un intervalo lúcido 
el matrimonio es válido, aunque el contrayente esté internado en un asilo para insanos mentales o 
su incapacidad esté declarada en sentencia inscrita en el Registro Público. 
Con respecto al testamento sostiene ROJIN (Villegas) op. cit. p. 166 "Aun cuando el mayor de 
edad tenga intervalos de lucidez no puede celebrar contratos en un momento en que esté en pleno 



Otra corriente de la doctrina sostiene que la interdicción trae también como conse­
cuencia la nulidad da los actos que se celebren durante el ll'.lcido intervalo, ya que, a decir de. 
estos autores, la incapacidad de actuar que deriva de la declaración de interdicción no provie­
ne de la e~ajenación mental en sí, sino más bien de esa sentencia que declara en forma per• 
manente la incapacidad del individuo, por lo que aunque se recupere la lucidez mental en 
esos Intervalos, la incapacidad sigue existiendo (35). 

Esta concepción se encuentra contemplada en nuestra legislación civil,-ya que podemos 
decir apoyados en la tesis de FERNANDEZ ZELEDON, que al artículo 23 al establecer la 
nulidad absoluta de los actos qua realice el incapaz jurídicamente declarado está negando al 
mismo tiempo validez a los actos que pudiese celebrar durante al período de lucidez (36). 

Tal disposición parece ser la más adecuada, ya que permitir la realización de actos du­
rante el ll'.lcido intervalo, vendr{a a restar certeza a la sentencia que declara la incapacidad 
produciendo así gran incertidumbre en el Derecho, porque es muy difícil la determinación 
cuando efectivamente se produce un líicido intervalo y cuándo realmente el acto se ha reali­
zado en uno de esos períodos. (371 

Por eso, para evitar problemas de esta naturaleza, es más apropiado el criterio general 
que utiliza nuestro c6digo, de considerar nulos todos los actos que realice el incapaz declara­
do, incluyendo los que pudiera realizar en un período de lucidez. 

c. ACTOS CELEBRADOS POR EL INCAPAZ ANTES DE LA DECLARACION DE 
INTERDICCION 

La sentencia de interdicción no afecta los actos celebrados por el incapaz con anterio• 
ridad a la declaración de la misma. 

La doctrina es unánime y en igual forma la jurisprudencia costarricense en señalar que 
la interdicción no posee efecto retroactivo, esto es, que solo afecta a los actos celebrados des­
pués de la inscripción de dicha resolución en el Registro Pl'.lblico y nunca antes, al'.ln ni siquie­
ra a los que_ pudieran realizarse durante el curso del procedimiento (38). A este respecto ha 

uso da sus facultades mentales, pero, an cambio, en materia da testamento se acepta qua en un mo• 
manto da lucidez ml!fltel, al enajenado otorgue testamento". En la misma dicrección CASTRO Y 
BRAVO op. cit. p. 320: Expresamente se admita una excepción a la limitación general da la capaci• 
dad da ebrar del declarado judicialmente loco o demente respecto a la confección del tes~mento ... " 

(35) ALBALADEJO (Manual) op. cit. p. 280: ''Siéndose incapaz por estar incapacitado, y no por hallar• 
se de hacho en estado da demencia, y no cesando la incapacitecl6n (al astado de incapacidad) du­
rante los intervalos lúcidos, as claro qua la parte da capacidad de obrar que la incapacidad suprimi6, 
sigue faltando durante éstos. Por aso al acto celebrado en ellos as lnrilido." 

(36) FERNANDEZ Zaled6n (Carlos) op. cit. p. 52: Si al Código dispone que son absolutamente nulos 
los actos que calebre personalmente el Incapaz si su estado está declarado en sentancia inscrita en el 
Registro respectivo, axprasamanta asa artículo suprima la capacidad durante los intervalos lúcidos. 

(37) En asta sentido dice CASTAREDA Delgado (Pbro. Eudocio). "El problema del lúcido intervalo en 
las ,,,fermedades mentales". Revista Española da Derecho No. 23 Vol VIII 1953 p. 490: La axis­
tanela real da un Intervalo lúcido qua Importa al retorno a la responsabilidad nermal, en al amente 
habitual, as una cuestl6n de hacho qua hay que probar, y esto a nuestro juicio lo qua la quita im­
portancia jurídica: la dificultad da probar su existencia ... 

(38) En asta sentido ALBALADEJO (Manual) op. cit. p. 271 expresa: "La incapacitaci6n afecte solo al 
futuro: se produce a partir da que recae el auto daclanlndola; y los actos del incapacitada anterio• 
ras a la misma no puedan invalidarse por ella, ni siquiera los realizados desde qua se interpuso la 
demanda solicitando la incapaciteci6n." FERNANDEZ Zeledqn op. cit. p. 49: Quede bien estable• 
cido qua la sentencia qua se dicte a tal afacto,;no tiene afecto retroactivo. En virtud da la interdic­
ci6n judicalmante declarada, sa raputa coma ábsolutementa nula cualquier acto o contrato qua en 
lo futuro celebre al incapaz. CASTRO Y BRAVO op. cit. p. 323: Los afectos da incapacitaci6n 
comienzan al dictarse la declaracl6n judicial de incapacidad no pudiendo ritrotñiersa al comienzo 
da la enfermedad ni a la fecha de la prasanteci6n de la demanda." 
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dicho la jurisprudencia: No se extiende en forma retroactiva la nulidad con carácter absoluto 
a actos o contratos que el individuo hubiere celebrado con anterioridad a la inscripción de la 
interdicción en el Registro a la fecha en que ingresó al asilo no abarcando en consecuencia la 
nulidad absoluta los que con anterioridad hubiere realizado en estado de enajenación mental, 
porque contra ellos se establece la nulidad relativa y mucho menos abraza los actos que hu­
biere ejecutado o celebrado la persona en estado normal. (López Pineda vs. López Trejas 
SALA DE CASACION No. 78 1955) 

Con respecto a estos actos que el enajenado mental pudiera realizar con anterioridad a 
la declaración de interdicción, nuestra legislación (39) y jurisprudencia (40) afirman que son 
relativamente nulos, es decir, que pueden ser anulados si se llega a demostrar que en el mo• 
mento de ejecutarlos el individuo actuó bajo un estado de enajenación mental (41 ). Es en­
tonces necesario para la anulación presentar una prueba contundente que demuestre esa inca• 
pacidad. Sobre esta necesidad ha dicho la jurisprudencia: Para anular los actos y contratos 
por causa de incapacidad mental de un otorgante se requiere una prueba evidente de la exis­
tencia de esa incapacidad en el momento preciso del otorgamiento. (SALA DE CASACIO~•J 
No. de las 10:10 hrs. del 12 julio 1951 Artiñano Saracho vs. Arauja Serpas) 

Esta anulabilidad puede ser pedida por representante legal del incapaz o por éste mis• 
mo si llegara a recuperar su lucidez mental. 

11 REPRESENTACION LEGAL 

Debido a la imposibilidad que de actuar por sí mismo tiene en el mundo jurídico el su• 
jeto sometido a interdicción, se hace necesario el nombramiento de un representante le~¡al 
que actúe en su lugar. 

"la representación del incapaz tiene un carácter particular: el representante no expre­
sa la voluntad del representado ya que legalmente se considera que éste es incapaz de tenerla. 
Expresa en consecuancia, una voluntad propia que reemplaza a la del incapaz. El patrimonio 
de éste último es administrado por su representante leyal. Los actos realizados po, >JI I eµ1 e· 
sentante son ejecutados sobre los bienes del incapaz como si hubieran sido reéilizados por és• 
te " (42) Por lo tanto, las consecuencias jurídicas que de estos actos se clesprendan recaerán 
en la persona y patrimonio del representado (43). 

a. REPRESENTACn~! ~.:."f.l. Dl1f-:/\~.JTE EL CU1SO ~~ LA. INT~RDICCIOI\J 

Durante el curso del juicio de interdicción el sujeto incapaz debe estar le!¡almente re· 
presentado. Para esto ~e le nombra un curador ad litem, que e:; t:i que se c:ncarqar.'.i de léi ele· 
tensa del sujeto. Con respecto al mismo, se ha establecido que es preferible que no sea ocupa­
do por familiar del incapaz. (44) 

También es posible que el tribunal nomb, e durante el µrocedimiento un adrnm,strado, 
interino de los bienes del incapaz, el cual "cesará de sus funciones cuando se declare que no 

(39) Artículo 23 Código de Familia. 
(40} .. Los actos o contratos del incapaz no declarado por sentencia inscrita en el correspondiente Regís• 

tro o que no se halle en un establecimiento público de locos serán relativamente nulos y podrán res­
cindirse a solicitud del mismo incapaz cuando daje de serlo, o de la persona que legalmente la re­
presente". SALA DE CASACI0N rJo. 77 1954 a.G. vs. P.S. 11 Sem. 1 Tomo p. 192 

(41) En este sentido ALBALA0EJ0 (~11anuel) op. cit. p. 271: "Unicamente si se prueba que se realíza• 
ron por el sujeto careciendo éste de aptitud para entender y querer se invalidan, pero por falta de 
tal aptitud, y no porque el sujeto haya sido posteriormente incapacitado". 

(42) RIPERT Y B0ULANGER op. cit. p. 448 
(43) R0JINA (Rafael) op. cit, p. 168, siegue este criterio y nos dice: "la representación supone que un 

suíeto denominado representante actúa en nombre y por cuenta del representado, de tal manera 
que las consecuencias jurídicas de los actos que realize afectarán al patrimonio, la persona o el sta­
tus en general del representado." 

(44) M0LINAS (Alberto). op. cit. p. 381 
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existe la incapacidad o cuando declarada é!lta, el inhábil ana proviato de curador que admi• 
nistre sus bienes" (45). 

b. , REPRESENTACION LEGAL DEFINITIVA: LA CURATELA 

Una vez dictada la sentencia que establece el estado de ihterdlcción se nombra el indl• 
viduo un representante légal definitivo: un curador. Para esto, Els entonces esencial que 1_. 
sentencia de interdicci6n haya sido declarada. Ha dicho la jurisprudencia: "Pare dar curso a 
las diligencias de curatela es necesario comprobar de previo que en juicio ordinario fue decla• 
rado el estado de interdicci6n del incapaz, y si lo que el recurrente desee en este caso es ini• 
ciar el juicio ordinario de interdicción lo que debe hacer ea presentar la demanda con todas 
las formalidades legales, asl como los dletámenes médicos correSpondlentes.que de no ser o­
ficiales se deben ratificar en el juzgado, sin que para ello sea necesario el sef\alamlento de ho· 
ra y fecha. 

Código Civil arts. 218 y sgtes. (hoy 217 y sgtes. dtl C6digo de Famflle) C6dlgo de 
Pr~edimientos Civiles Art. 775. 

SALA PRIMERA CIVIL 1976 No. 668 de las 8:30 hts. del 10 de diciembre. Curatete 
de H.C.M. promovida por S.C.M. 

Al nombrarse el curador, los representantes provlsionale& delan fR.ts funciones, para.de• 
jar esta tarea a este curador que en forma definitiva ejercerá la representación. (461. 

b1, Personas legitimadas para ser curadores. 
Con respecto a las personas legitimadas para ejercer la curatele, el artlculo 223 del Có­

d!g~ {IA Familia de nuestro país dispone: e1 marido es curador legítimo y forzoso de su mu• 
jer y ésta lo es de su marido, cuando no e¡t~ii ~apa:-~d~! d! hecho o dll derecho. 

A falta del cónyuge, los hijos mayores de edad son curadores de su padre o de su ma­
dre, prefiriéndose al que viva en compañía del incapaz y en igualdad de circunstancias, al más 
apto. 

El padre y a falta de éste la madre, son curadores de sus hijos solteros o viudos que no 
tengan hijoJ mayores de edad capaces de desempeñar la curatela. 

El que demande la interdicción será propuesta a los que con igual derecho pÚdieran 
p~etender la cura~la. (47). 

La jurisprudencia ha dicho que la persona a la que designe el tribunal como cura­
dor, está en la obligación de aceptar tal cargo, a menos que exista una razón valedera para no 
hac;erJo. (48) 

(45) Artículo 220, Código de Familia da Costa Rica. 
(46) Sobre esta situación ha dicho la jurisprudencia: "Si se trata da una persona que ha 1ido incapacha­

da total v permanentemente para la administración da sus bienes no es posible nombrarle un cura­
dor solo procede nombrarlo tratánd018 da personas incapacitadas temporalmente, lo procaden111 • 
nombrarle un curador definitivo previa declaratoria da Interdicción en juicio Ordinario Código Civ11 
art. 230 y 218. Código de Procedimientos Civiles Art. 774 y sgtes. 1973 TRIBUNAL SUPERIOR 

·CIVIL No. 903 de 14:45 hrs. del 21 de diciembre. Boletín informativo 218. No. 2272 
(471 Justifica asta disposición la jurisprudencia diciendo: " ... Y para que no sea en los párieneseNatarís 

personal, el qua los gu fa a interdictar al incapaz, dispone la ley. que (art. 226 citado,,páí'ntfoúltimÓ), 
al demande la interdicción será pospuesto a los que con igual derecho pudieran pretander 1J .m­
raté1a. SAtÁ'líE" c'~SACr0'11 io. 19. da las lit:30 horas daí 15 'de enero oe-·1961 Semestre f, lomó 
1, p. 209 Pérez y otros p. 215. 

(481 " .. .58 colige de los artículos 226 y 231 en relación con los n6maros 185 y 190 ibfdem. que el c6n­
yuga, los ascendientes y descendentes v los hormanos v t(os del incapaz, llamados por el juez an el 
orden que indica la lay a servir la curatela, están en la obligación da aceptar el cargo, y si no lo 
aceptaran sin mediar excusa legal, tienen sancionas, en las que también incurren, cuando por dolo o 
culpa en la administración da los bienal del inhábil sean removidos.., SALA DE C~IQN No. 19 
loe. ultl. 



Por último dispone nuestra legislación que "cuando la curatela recaiga en el padre o la 
madre. éstos no est6n obligados a dar fianza ni a rendir de la admlnlstracl6n más cuenta que 
la final .. (Artículo 224 C6digo de Familia) 

b2. Obligaciones del curador 
Dice nuestra legislación que es obligación del curador "cuidar que el incapaz adquiera 

o recobre su capacidad mental o física" (artículo 223 Código de Familia) 
Además del cuidado de la persona que representa, el curador se encarga de administrar 

los bienes del incapaz; bienes que puede utilizar para obtener la recuperacl6n del Inhabilita• 
do. (49) 

También se establece que "el curador de una persona que tenga hijos menores, será el 
tutor de éstos. si es el caso de la tutela" (Artículo 221 Código de Familia de Costa Alca) 

b3. Duración de la curatela. 
Como obligación del curador éste debe permanecer en su puesto durante cinco aftos. 

transcurrido este plazo tiene derecho a ser removido de su cargo. Sin embargo, están obliga­
dos a conservar por más de este tiempo la curatela, los ascendiente. descendientes o cónyuges 
del incapacitado. (50) 

Como institución en sí, la curatela acompafla al individuo durante todo el tiempo en 
que el estado de interdicción esté en vigencia y cesa cuando una declaratoria judicial levante 
ese.estado. 

111. PROCEDIMIENTO 

En cuanto al procedimiento para establecer la interdicción, dispone el articulo 219 del 
C6digo de Familia que "debe ser declarado en juicio y probados los hechos que la motiva• 
ron". 

Así, ta persona que solicita la interdicción plantea una demanda ordinaria. Se realiza el 
juicio, en el que el supuesto incapaz aparece representado por un curador ad I item. (51 I Se 
aportan las pruebas correspondientes, y el juez determinaré si se somete o no al sujeto en in• 
terdicción. 

En caso de ser declarado el estado de interdicci6n, establece la legislación, que la ejecu­
toria de sentencia que lo pronuncie deberá publicarse en el periódico oficial e inscribirse en 
el Registro Público. (52) 

La importancia de esta publicidad de la sentencia de interdicción es obvia: la necesidad 
de dar a conocer al póblico la existencia de la Incapacidad de que adolece el individuo, para 
prevenirlos en el caso de que pretendieran realizar algC,n negocio jurídico con el incapaz. 

a. PERSONAS QUE PUEDEN SOLICITARLA 

(48) 

(50) 
(51) 

(62) 

Nuestra legislación dispone que son personas legitimadas para solicitar la interdicción: 

Con respecto e la vanta de loa bienes de estos Incapaces ha dicho la jurisprudencia: "La venta de 
bienes de lncapaca sujetos a curatele, no PllldHfectuarse sino mediante autorlncl6n judicial, Y en 
subasta pública. C6dlgo Civil arts. 208 y 2331. SALA DE CASACI0N de las 10 hn. del 31 de ene• 
ro 1940 S.0. va. R.P. 
Artículo 22& C6dlgo de Familia 
Sobre la importancia de la representaci6n en el juicio ha dicho la jurisprudencia: ''Si an un juicio de 
fnterdiccffm la presunta lntwdicta no ha estado an ning(ln momento represantada. proc•~~. por asa 
trlScendenta omial6n y para eiactos de or1antar al i¡urso ae 101 procedlm1entos, enu!ar todo 10 ecruado 
y resu11to aesae el auto inicial de traslado de demanda" C6dlgo Civil arta. 836 y 837. C6digo de 
Proc&dimlentoa Civll11 arts. 145, 774, 779 y 890. 1974 SALA PRIMERA CIVIL. No. 69 da 8:35 
hra. del 12 da marzo. Ordinario de J.Z.A. e D.Z.A. Boletín Informativo 216 No. 1324. 
Artículo 218 C6dlgo de Famllla. 



*el Ministerio Público, el cónyuge y los parientes que tendrían derecho a Ja SlCeSi6n intesta­
da'" (53) (Artlculo 218 Código de Familia) 

Con respecto al Ministerio Público, éste generalmente actúél'cuan~o siendo.evidente el 
estado1fe incapacidad de un determinado individuo y en igual forma, el peligro que ~~ne. 
pacidac:l acarrea para su persona y sus bienes, no haya sido ésta solicitada por sus·pmiQtes. 
En nuestro país la jurisprudencia acepta.que la Procuraduria General de la-.-Repúbíica sóticitlf 
ra interdiccibn cuando actúe como Ministerio Público. Así manifieS\a: Si se ha establecido 
que la interdiccibn puede ser pedida por el Ministerio Público, y si la Procuraduría General 
de la República, actuando en juicio como Ministerio Público, se apersona en,autos, su actua­
cibn es legalmente correcta, y debe ser atendido por los Tribunales que conocen del caso. 

Código de Familia, artículo 218. • 
5At.A SEGUNDA CIVIL No. 149 de las 15:05 hrs. del 5 de mayo 1976. Ordinario de 
Hlterdicción de A.C.P. 
El cónyuge puede también pedir la interdicción, dado el lazo jurídico y afáctivo que lo 

une a su pareja. Justifica esta disposición Alberto MOLINAS diciendo: "& pues el afecto 
que entre sí vincula a los esposos y la protecci6n de los bienes. lo que.determina el que-a los 
mismos tes esté acordado el derecho de pedir la declaración de ·insanía, et uno contra ef 
otro ... " (54, 

En fo que se refiere a los parientes que tendrían derecho a la sucesión intestada ba di­
cho la jurisprudencia: Al disponer el Código Civil qUe pueden pedir la declarataria de~nter­
dicción "los parientes que tendrían derecho a la sucasión intestada del supuesto incapaz" es­
tá legitimando a los tíos de éste para establecer la respectivafacción." 

Código Civil arts. 220 inc. 2 y 572 
1973 SALA PRIMERA CIVIL No. 360 de 9:05 hrs. del 13de noviembre. Oruinaf'.io de 

J.C.V.C. c R.V.H. 
Por otra parte se plantea fa cuestión de si el propio sujeto incapaz puede pedir para sí 

la dec:laración de interdicción. Esta situación ha encontrado una negativa en la jurisprudencia 
que se ha pronunciado diciendo: Si el propio actor pide en su demanda que se declare que no 
goza de capacidad mental como fundamento de la nulidad que reclama, es obvio que está in­
habilitado para gestionar judicialmente. Código Procedimientos Civiles Art. 1 inc. 3. 

1947 SALA DE CASACION de las 14 hrs. del 13 de junio. M.F. y otro vs. M.F. 
Esta resolución es razonable, ya que un incapaz no posee.capacidad para gestionar ju­

dicialmente. 

b. LAPRUEBA 

Para determinar la existencia de una incapacidad física.o mental que justifique la decla­
ración de un estado de interdicción a una determinada persona se utilizan como medios p~ 
batorior. la prueba médica y la testimonial. 

la prue~ médica proporciona la certeza de que efectivamente existe una enfermedad 
mental o física -que .priva al individuo de· capacidad para la administración dé.sus bienes. En 
este ·seDtido ha dicho la jurisprudencia! Si de la prueba ,médica se rev&la ;que los trastornos•. 
qué :s:uffe. er.demanctado ''10 incapacitan para tratar, CO'li_tratar o- admi'nistrat sus bi_em".:y-si 

(53} COft respecto a asta punto encontramos, en legislad6n extranjera, alguna qu13 como la &Sl)lñolnl• 
gua el mlsmo-eritario. En los artículos 214 y 215 establece que la declaraci6nde incapacidad pued1 
ser • _pedida p~r el cónyuge, los parientes del presunto incapaz que 1ellgan derecho a suttdarle eb 
in1mtato y en álgunos casos el MiniS1Brio fiscal. V. ALBALA0EJO (Manuel) op. cit.•210. 01,as 
cmno la Argentina contienen una disposición m,s amplia. Así en el articulo 144 CC de ta Repúbli­
ca- drt Argentina puede leerse: los que pueden pedir la declaración de damancia son: 1. El esposo o 
esposa no divorciados. 2. los parientes del demente. 3. El Minmario de Menores.A El raspectivo 
c6nsul. si al demente fuese extr~jero. 5. Cualquiera persona del pueblo, cuando el demente aa fu­
rioso a incomode e sus vecinos. 

_(541 M0LINAS (~lberto). op. cit. p. 271 
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ef ·,-tiD habfa.•cfe..:una enfermedad pragresiva ·y la incapaaidad fa conc:rata al,tiampó:.,'.qua 
amitf6.•ef iafarme y no·lá'hace depender de un astado fu11Jro.como parece mmnlerlo elffCU-•· 
~ es fo praalenta·:decfarar el estado de interdicción dehJemandado,por·estB:mcapac;;: 
-~.-mentalmenta para.atender sus propios intereses." 

->1978 SALA.SEGUNDA.CIVIL No. 118 a las 15:15 hrs.del 1"0demayo.Onfidario,de 
intanlia:i6n de A.LW~B.'C -f.C.\Y.V.T .• 

·-.... • .,. acepta 1a 11Stimonial cómo prueba de la existencia·de-incapacldad niantal o 
fCsica}---,a.que estas enfarmedades preantan, en su mayoría, manifastacion• ectamas que 
mn-cfaai.18tde percibidas por otros individuos que rodean al inhabilitado, los.cualespuedan 
~ atestiguar sobre dicho estado. • 

so'bce- aste punto rapetldas veces.se ha pronunciado la jurisprudencia diciendo:- Los41,,. 
fonaa d• lo&. .faadtativos río constituyen- el (mico medio probatorio de ·1a C8(l adr:lal-o inca-:. 
pa:idaf de una persona, siendo admi11bles todos los c1em,s sin excluir la- prueba testimonLlt, 
~ a que fa dilminucl6n o ))irdida.de las facultades mentales tiene aanifestacionescarac­

·111rista:as, capacas de revelar a cualquier persona la mdstencia de ella. 
1949, SALA DE CASACION da· las 16 hrs. del 18: de mayo. Goicoechea Ouñ6s vs. 

Vcin-Sdwte.- -Adelman y-otras. 
~La condlci6n mental de una-personase manifiesta por.signos,axternosque apreciados 

. por .t.ilRigas ,-eden.orientar at juzgador para darle fe o recelar de Ja p,ueba midica,-de.modo 
que • camatleron.ning6n error los jueceS de instancia al tener por probada la incapacidad 
!ll8lltll" dal causanta con base en testimonios que se refirieron a la forma en que te exteriori­
zaba· .fa conducta del mismo, a su falta de coordinación, a fo que decfa en el estado en que se 
hallaba. 811:. hechas que son perceptibles por testigos, sin que sea preciso tener conocimientos 
especiales para apreciar alteraciones de ese género, que por otra parte han ~do corroborada 
por el Hamado testimonio üenlco o ciantlfico, o sea la decJaraci6n.dal médico que atendió a 
la penan.- afec1ada, durante mucho tiempo.'" 
1957. SALA DE CASACION de las 10:00 hrs. del 12 de Junio. Masfs Olac6n contra Suc. de 

'.R.61-Hem6ndez Aguilar. 
La prueba es en este caso imprescindible ya que dad• las gnwes consecuancias.que se 

Griglnin de lul1claracióo de interdicción se hace necesario para el:establecimientode·la mis­
•~-~ ·amnptubllél6n 1ndu~abla de !• existenc~ da un estadQ da 81111jenación rnenral q~ 1¡ 
jl!ALittque. 

c. LEVANTAMIENTO DE LA INTERD.ICCION 

Para el levantamiento del estado• int1rá,cci6n, se requiere una-declaración judiciat si­
mDar-.-1a que -claclar6 ese estado. tArtfc:ulo· 22tfc;:6digo de Familial 

De manera que atendiendo esta dlspo~6n, se plantea el problema da que:el-proplo su­
jeto a:imetido a imanticci6n no podrfa ·pedir por si mlsme el ~enntamiento de ea estado 
QUe fe IQUej~ situación que ami criterio ái Indebida e- inl~, ya CIU9 ~ría 4ana l~JIISIOla 
fflU8CfOn dé que los fainllláres· del íncapaz,_ movidos por sus propios intereses econ6micbs 11 
apuaiar.an. al levantamiento de la intardfccióil cuando recobrada la capacidad, no tenga..-caso 

. . ' . . 
"!9·~l. Par esto, considero que .,.ra-más.~ent8'CJU8 el propio sujeto~ inteJdic­
CIOff pud•a pea1r1a ·.,rimTnacléln de ese~estadO·pr-esentaildo 111 pruebas necesariasque·de-
.1J1Ue8118n que ha recobrado la razón. 

CONCLUSION 

. La interdfcción es una sentencia a traris de la cuaf. se coloca en. estado de incapa:fdad 
absatuta a aquellas personas que sufren de incapacidad mental o ffsica, ésta Clhima referida 
específicamente en nuestra legislación al sordomudo que no sepa leer ni escribir. 

Te6ricamante tiene como finalidad primaria la protección del i • ~ y de sus bienes, 
Sin embargo, en la práctica, podr(amos decir que su fin es básicamente económico: la pro­
tección-del patrimonio del incapaz. Prueba ~e ello, es que precfsaménte, nunca se colocaba-
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jo astado de interdicción a personas qué no posean tienes.. 
·eon respecto al fundamento de esta institucion. podemos decir que ella • basa en ta 

existenaía de una enfermedad mental o física, que priva .al individuo -de capacidad ,,.. _... 
ministrar sus bienes. En el caso del sordomudo que no sepa leer ni escribir, esa·incapacidact• 
funda en un motivo de·incom11nicaci6n: ·no conociendo la lectura ni escritura, carece decm 
medio idóneo para manifestar en forma clara e inequívoca su voluntad: y no·pudiendo..,.. 
tonces comunicarse, no puede realizar acto jurídico alguno. 

Con respecto al modo de establecer la interdicción, ésta debe daclaranie en juicio ana 
vez que se haya probado la existencia de·· la incapacidad que la justifique. La prueba.debe­
ser contundente, pudiéndose utilizar como ella el dictámen ·médico y la prueba·testimonial. 

Una vez dictada la sentencia que establece la-interdiccián 4sfadeberá'Jllllblicane•el 
d"eario oficial e inscribirse en el Registro PQbllco. 

"La i~6n inicia sus-efectos cu~~ SI! han c:umpl .... 11;1igencias;ylosfflianos 
tenriiñan cuando desapa1 ece· ehmidcnie incapacidad que simO diabasa para estiit:itecarta;'Pa­
ra esto • requiere de una declaraci6n judicial que expresamente la levante. 

Como efectos principales de esta-sentencia de interdicción, se praduceenel individuo 
una· Incapacidad absoluta de actUar Y, eonsiguientementa, el nombramiento de un repruan­
tanta. legal para este Incapaz. 

Esta· falta de capacidad de actuar implica que el suj&to no puede rearszar por sf mismo 
acto o negocio jurídico alguno. Por tanto,.los actos que pudiese celebrar serán absoknamen­
te nulos. 

El demente es privado de su capacidad de actuar ya que "'para contraer obligaciones-es 
necesario un "querer", es decir manifestarse conscientemente .sobre la oportunidad O Ja •con­
veniencia de obligarse, y es evidente que no puede exteriorizar una voluntad seria el que par 
cualquier-causa no tenga plena conciencia de sus actos."· (~5)" De manera que un demente pri­
vado de m raz6n y que tiene, entonces, pertubados su volun1ad y conciencia, se enc:uentra 
incapacitado para realizar contratos o negocios jurídicos. 

En el caso del sordomudo que no sepa leer ni eacribir, la situación-es difenlnte: éste• 
-encuentra Incapacitado ya no porque su conciencia se encuentre perturbada, sino porque 
'"no puede manifestar su voluntad por un media segura, que no se preste a equivocaciones• 
(56). Esta incapacitaci6n tiende a protegerlo ya que sin ella "cualquier signo a gesto de un 
sordomunda podría haberse entendido, de buena o mala fe, como ~aa..Dlanifanaci6n de vo­
luntad distinta de la que realmente hubiera querido expresar"· (67). 

Con respecto a esta "incapacidad" de actuar de los suietl)s ase déelarados. nos dice Ba­
tti, que la doctrina 1ms moderna tiende m'5 que todo a considerarla como falta de legitl,na. 
ci6n (otro presupuesto de validez del negocia) Y no coma falta de capacidad, ya.que esta 
doctrina distingue ambos conceptos, señalando que si bien es cierto que legitimación y capa­
cidad son formas de la aptitud para realiza actas jurídicos, la primera lo es como idoneidad 
natural y la segunda como idoneidad adquirida. De manera que la fl'lta de aptitqd que para 
realizar actos jurldicos tiene el sujito en interdic:ci6n, serla una falta de· legitirnaci6n. 

• Sin embargo, Betti combate esta teoría diciendo que si bien es cierto que la ~ 
ci6n depende de una declaraci6n ¡µdlcial, '1ta a su v.-z presupcme una enfermedad mental- o 
sea un estada físico-psíquico, tan natural como la adad.·_(58) 

Por 61timo y en relación con el otro efecto de la interdicción -ta rep1111entaci6n,,, t. 
mos de decir qua ésta se nombra al suieto an ~a de interdicción para tubsahar~o -~• ~ca-­
pac~ad de: que ha sido. privado. El representante se encarga entonces ~-~;&,.Ja......,-

(15) STOLFI (Giusappel. Tnrf1 dal Negocio Jurfdfco. Madrid. Editorial Railta•8tllClatPrivad0-
1959. p. 24 

(58) LEON Hurtado Avalino. La Voluntad y la capacidad en los actos jurídicas. Santiago Edltarial Jarl­
dica de Chile. 1983. p. 401 

(57J lbid• 
(58} Bffil (Emilio). Taar(a General del Nagacio Jurídica. Madrid. Editorial Revisla da Oena:hD PriW­

do. 1.9. p. 168-169. 



na. y bienes del incapaz, actuando en lugar de él en la vida jur,dica. 
La representación del sujeto en estado de interdicción es una npresantaci6n 1egal, esto 

es. que la ley a la hora de otorgarle ese podar, le determina sus respectivas atribuciones.a (69f 
encontríndose. entorcces, _ su campo de acc;ión limltad9 por .lo QUe la ley disponga. . • 
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